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EDITORIAL
FRANCISCO MARTÍNEZ-ESCRIBANO
DECANO DEL ILUSTRE COLEGIO DE 

ABOGADOS DE MURCIA

Francisco Martínez-Escribano 
Gómez, Decano del Ilustre 

Colegio de Abogados de Murcia

“Llega a nuestras manos el segundo ejemplar de la revista.

Supone un nuevo esfuerzo de quienes trabajan para continuar
manteniendo vivo el foro de exposición libre de ideas, sobre todo
jurídicas y colegiales, que anunciábamos en el primer numero y que
queremos que sea esta revista.

Tengo que agradecer especialmente el trabajo de cuantos se
siguen implicando en el desarrollo de la revista.

El retraso en su salida se ha debido sin duda alguna a las
precarias condiciones en las que se ha trabajado durante las obras
de rehabilitación de Colegio; Una vez terminadas las mismas, quiero
agradecer por este medio a todos y cada uno de quienes trabajan en
el Colegio el haber soportado meses de polvo, molestias,
incomodidades... Creo que el resultado ha merecido la pena y
disponemos de unas nuevas instalaciones con un centro de
formación, oficinas, despachos, salas de reuniones , salón de actos
... con todas las comodidades posibles y los medios técnicos
necesarios para el desarrollo de nuestras funciones.
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Todo ello debe servirnos para conseguir que nuestra casa sea un lugar de
encuentro, de trabajo, de formación continua, de apoyo en suma; seguimos
insistiendo en la participación de todos nosotros en las tareas colegiales porque
el Colegio debe ser lo que mayoritariamente queramos que sea, con absoluto
respeto entre las posiciones discrepantes.

Nos gustaría en suma que todos nos sintiéramos orgullosos de nuestro
Colegio.

Quisiera terminar ofreciendo las paginas de esta revista a la colaboración
de quienes creáis que podéis aportar algo a la misma para su mejora y
continuidad.

Un afectuoso saludo para todos.”
Fdo. Francisco Martínez-Escribano Gómez,

Decano del Ilustre Colegio de Abogados de Murcia.
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ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA.
INDICE: I. Introducción. II. Las necesarias reformas de la Administración de Justicia.

II.1. Problemas de índole técnico. II.2. Problemas de índole jurídico. III. El expediente judicial
electrónico como paradigma de la Justicia del futuro. IV. LexNET: una plataforma claramente
insuficiente. IV.1. Problemas detectados en el uso de LexNET. IV.2. La falta de seguridad del
sistema LexNET. V. Conclusiones. Bibliografía de referencia. INTRODUCCIÓN.

El presente trabajo tiene como objetivo ofrecer una visión, -muy general por razones de
espacio-, de una de las cuestiones que más ocupa y preocupa a los que a diario nos dedicamos al
ejercicio de la Abogacía: la e-Justicia o Justicia electrónica.
Las Tecnologías de la Información y la Comunicación (en adelante TIC) han modificado de
forma radical nuestro sistema de vida, nuestro quehacer cotidiano, han cambiado nuestra forma
de relacionarnos, de comunicarnos, de organizar nuestro ocio, y desde luego nuestra forma de
trabajar, cambios que han sido tan profundos que algunos autores han denominado a ésta la Era
de la Información.

El Sector Público no podía permanecer ajeno a esta nueva realidad y a las ventajas y
beneficios que el uso de las tecnologías de la información y la comunicación supone para el
desarrollo de su cometido: servir con objetividad a los intereses generales, ofreciendo un mejor
servicio público cada vez más transparente, más cercano al ciudadano y más fácil de usar, pero
debiendo a su vez, garantizar sus derechos, que lógicamente también se han visto alterados en gran
medida por la incorporación del uso de las nuevas tecnologías al mundo jurídico.

1. La Comisión Europea en su Comunicación al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social Europeo
define la e-Justicia como “el recurso a las tecnologías de la información y la comunicación para mejorar el acceso de los
ciudadanos a la justicia y para la eficacia de la acción judicial entendida como toda actividad consistente en resolver un
litigio o sancionar penalmente una conducta”. Comunicación de la Comisión “Hacia una estrategia europea en materia de e-
Justicia (Justicia en línea)”, COM (2008) 329 final, p. 3.

Juan Ignacio Cerdá Meseguer
Doctor en Derecho.

Prof. Asoc. Dcho. Admvo UMU
Miembro de iDerTec 

Abogado, Col. Nº 1578 
ICAMUR
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ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA.
Los años finales del siglo XX y primeros del siglo XXI han sido determinantes en este sentido para

que la Administración Pública en España evolucionara hacia los nuevos retos que la sociedad de la
información estaba poniendo a su alcance. Por tal motivo, con el fin de aprovechar las ventajas que las
TIC ofrecen de inmediatez, ahorro en tiempo de tramitación de los expedientes y agilización de los
mismos, ahorro de costes y necesidades de espacio, supresión de barreras territoriales y de potenciar la
igualdad, la Administración Pública española inició las primeras acciones que se acometieron para
modernizar la Administración y adaptarlas a las nuevas necesidades que la sociedad iba demandando.

Sin embargo, así como estos avances en la incorporación de las TIC claramente constatables desde
hace tiempo en algunas Administraciones Públicas con las que habitualmente nos relacionamos, como son
la Agencia Estatal Tributaria o la Tesorería General de la Seguridad Social, la Administración de Justicia
ha incorporado tardiamente el uso de las tecnologías de la información y la comunicación. Todo ello se ha
traducido en un retraso más que considerable en la modernización de nuestro sistema judicial, exigencia
ineludible e inaplazable, pues resulta evidente que la Justicia en España es excesivamente lenta, oscura y
poco comprensible para el ciudadano, nada permeable a los cambios y muy poco valorada por el
justiciable, los propios operadores jurídicos y la sociedad en general. Se trata, pues, de una realidad del
todo incompatible con una Administración que tiene asignada una función, la de impartir Justicia, que es
uno de los pilares básicos en los que se asienta el Estado de Derecho.

2 Concepto adoptado en la Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio relativa a determinados aspectos de los servicios
de la sociedad de la información, en particular, del comercio electrónico en el mercado interior (Directiva sobre comercio electrónico) DOUE núm. 178,
de 17 de julio de 2000, pp. 1-16.
A este respecto así lo reflejan las conclusiones de los estudios“La percepción de los servicios públicos en España (1985-2008)”, disponible en la web
http://www.aeval.es/, última consulta 15 de abril de 2017; “La Administración Pública a Juicio de los ciudadanos: satisfacción con los servicios,
valoración del gasto, confianza en los empleados públicos y actitudes hacia la e-administración” (2011), disponible en la web http://www.aeval.es/,
última consulta 15 de abril de 2017, realizados ambos por el Observatorio de la Calidad de los Servicios Públicos de la Agencia de Evaluación y Calidad,
perteneciente al Ministerio de Presidencia, y “La imagen de los Abogados y de la Justicia en la Sociedad Española. Barómetro externo del Consejo
General de la Abogacía Española 2015”, elaborado por Metroscopia, ddisponible en la www.abogacía.es/2015/11/25/los-ciudadanos-demandan-una-
reforma-a-fondo-de-la-justicia-y-un-pacto-de -estado/, última consulta 15 de abril de 2017.

10



ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA.

Administrar Justicia es, muy posiblemente, una de las más complejas funciones que actualmente desarrolla
el Estado (concebido como poder público), sobre todo desde un punto de vista técnico. La Administración de
Justicia se presenta como la garante, en última instancia, de los derechos y libertades de sus ciudadanos. Para
cumplir con este cometido la Justicia debe ser capaz de dar respuesta a las demandas y necesidades de la sociedad
con agilidad y eficiencia.

Aunque quedan ya también algo lejanas en el tiempo las primeras acciones encaminadas a acometer una
profunda reforma en la Administración de Justicia, ha sido fundamentalmente en los últimos quince años cuando
se han producido una serie de cambios muy relevantes en la misma. Se trata de una tendencia que, al menos a nivel
jurídico, ha venido determinada por una profusa promulgación de normas jurídicas con las que se ha pretendido
modificar el funcionamiento de la Justicia. Sin embargo, sus consecuencias concretas, en muchos casos, se han
limitado a meras declaraciones programáticas sin una concreción práctica. Y cuando ésta se ha abordado se ha
hecho en muchos casos, de una forma precipitada y sin preservar debidamente las garantías y los derechos de los
ciudadanos, quienes son en definitiva los destinatarios últimos de este servicio público.

Cierto es que como afirmara Richelieu en su “Testamento Político”, señalar los defectos de la Justicia es
infinitamente más fácil que solucionarlos. En este trabajo se trata de poner de relieve algunas lagunas que se han
detectado en el estudio y análisis del expediente judicial electrónico, eje fundamental de esta reforma como fin
último de la modernización judicial y, en definitiva el futuro de la Justicia en España.

Implantar el nuevo modelo de Justicia está suponiendo un rediseño de la Administración de Justicia tanto a
nivel estructural, como espacial, material y humano; nuevos modelos de trabajo; nuevos retos profesionales; la
necesidad de adoptar nuevos conceptos jurídicos o redefinir y adaptar los ya existentes a las nuevas realidades y
relaciones jurídicas que la incorporación de las TIC han traído consigo y que eran impensables hace unos años.
Algunas de estas cuestiones y, de manera particular el expediente judicial electrónico, vamos a tratarlos a
continuación.
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ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA.

II. LAS NECESARIAS REFORMAS DE LAADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

Incorporar las TIC a la Administración de Justicia y la implantación del expediente judicial electrónico es
el fundamento y base de todas las reformas que se han acometido en el ámbito de la Administración de Justicia.
Para que el expediente judicial electrónico funcione de manera eficiente y se puedan obtener las ventajas que el
mismo ofrece, requiere de una Administración de Justicia que opere en red, de forma interoperable entre todos los
Juzgados de España y de estos con el resto de Administraciones Públicas y demás operadores jurídicos que pueden
llegar a intervenir en un procedimiento judicial.

Para conseguir este objetivo la primera acción que resultaba imprescindible era la de acometer una reforma
de la Oficina Judicial. Dado que sobre ella estaba llamada a proyectarse la modernización tecnológica, resultaba
evidente que su estructura, su organización y funcionamiento tal cual estaba diseñada resultaba ineficaz para el
nuevo modelo que se pretendía implantar, sustentado en el uso de los medios electrónicos diseñado para trabajar
con el expediente judicial electrónico como instrumento de gestión documental procesal, que se pretende llevar a
cabo no sólo en la gestión interna sino, además y sobre todo, en las relaciones ad extra.

Se produce en consecuencia un rediseño de la Oficina Judicial para adaptarla al nuevo modelo de Justicia
que se pretende implantar, con una nueva estructura organizativa basada en Unidades de Apoyo Directo, Servicios
Comunes Procesales y Unidades Administrativas, con un protagonista central alrededor del cual gira la
organización y estructura de esa Nueva Oficina Judicial, el Letrado de la Administración de Justicia que, con la
finalidad de descargar al Juez de otros cometidos que no sea el de impartir Justicia, ha pasado de ser un órgano de
gestión con escasas competencias en el procedimiento, a órgano de gestión y decisión en numerosos
procedimientos.
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ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA.

Como consecuencia de la modernización de la Oficina Judicial, al menos en el plano teórico, desaparecen
los Juzgados tradicionales y se diseñan nuevos espacios, nuevas funciones, y un nuevo sistema de trabajo en el que
las TIC adquieren un protagonismo especial, con una progresiva desaparición del formato papel y por tanto de los
tradicionales expedientes con los que hasta ahora se ha venido funcionando. Cambios que deben aplicarse con
exquisito celo para respetar con total garantía los derechos de los ciudadanos.

Sin embargo, y dejando al margen uno de los principales problemas de que adolece la Justicia en España
cual es la falta de Juzgados, Jueces y Fiscales (4), tales reformas han encontrado diversos problemas tanto de índole
técnico como jurídico para que la implantación del expediente judicial electrónico pueda llegar a ser hoy una
realidad y que este pueda desplegar todos los efectos y ventajas que la LUTICAJ prevé y que aportan la
tramitación electrónica de los procedimientos, dotando a la Administración de una mayor eficacia, eficiencia,
calidad y ahorro de costes, de trámites y tiempo de respuesta, y con el valor añadido de la práctica desaparición del
papel.

(4) Según la última estadística disponible del Consejo General del Poder Judicial en www.poderjudicial.es, Estadísticas Judiciales. La
Justicia Dato a Dato 2015, la media de Jueces por cada 100.000 habitantes en España en ese año era de 12´5 jueces, pág. 12. El total de la
plantilla de Jueces y Magistrados en activo para toda España, incluidos órganos unipersonales y colegiados, en todos los órdenes
jurisdiccionales y Juzgados y Tribunales era de 5.847, pág. 11, y el número de Fiscales en activo para todos esos mismos órganos era de
2.407, pág. 15. El número de asuntos ingresados en todas las jurisdicciones (Civil, Penal, Contencioso-Administrativo, Social, Militar y en
las Salas Especiales del Tribunal Supremo) fue de 8.376.311 asuntos. Ultima consulta 30 de abril de 2017.
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ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA.

II.1. PROBLEMAS DE INDOLE TÉCNICO.

Las premisas técnicas necesarias de esa nueva estructura organizativa para que sea realmente operativa, y
se puedan llevar a la realidad práctica las previsiones de la Ley 18/2011, de 5 de julio, Reguladora del uso de las
Tecnologías de la Información y la Comunicación en la Administración de Justicia (en adelante LUTICAJ), de
trabajar en un entorno de red son dos elementos básicos e imprescindibles: la interoperabilidad y la firma
electrónica.

Para que la Administración de Justicia pueda beneficiarse de las ventajas que ofrece el expediente judicial
es precisa la existencia de un escenario interoperable entre los distintos Juzgados y Administraciones. La
interoperabilidad se presenta así como una premisa fundamental y básica para el pleno funcionamiento de este
nuevo modelo de Justicia.

El artículo 46.1 de la LUTICAJ declara con respecto a la interoperabilidad que la Administración de
Justicia utilizará las tecnologías de la información aplicando medidas informáticas, tecnológicas, organizativas y
de seguridad que aseguren un adecuado nivel de interoperabilidad técnica, semántico-jurídica y organizativa entre
todos los sistemas y aplicaciones que prestan servicios a la Administración de Justicia. Ese uso resulta además
obligatorio en el desarrollo de la actividad de la Oficina Judicial a tenor de lo establecido en el apartado 2 de ese
artículo 46 y deberá llevarse a cabo a través de las plataformas de interoperabilidad establecidas por el CGPJ y por
las Administraciones competentes en materia de Justicia, salvo que existan razones técnicas que impidan su
utilización.

órganos era de 2.407, pág. 15. El número de asuntos ingresados en todas las jurisdicciones (Civil, Penal, Contencioso-Administrativo,
Social, Militar y en las Salas Especiales del Tribunal Supremo) fue de 8.376.311 asuntos. Ultima consulta 30 de abril de 2017.
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ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA

Termina el citado precepto estableciendo que los programas y aplicaciones informáticos que se utilicen en
la Administración de Justicia deberán ser previamente aprobados por el CGPJ, a los efectos de asegurar su
compatibilidad con las funciones que le encomienda el artículo 230.5 de la LOPJ, el cual ha sido modificado
mediante Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del
Poder Judicial. (5)

La LUTICAJ establecía unos plazos para llevar a cabo los mandatos contenidos en la norma. Así, la
Disposición Adicional Segunda de la LUTICAJ establecía un plazo de cinco años desde la entrada en vigor de la
Ley, para que las Administraciones con competencia en la materia dotaran a las oficinas judiciales y fiscalías de
sistemas de gestión procesal que permitieran la tramitación electrónica de los procedimientos.

De la misma forma, la Disposición Adicional Tercera establecía un plazo de cuatro años para que las
Administraciones con competencia en la materia, garantizaran la interoperabilidad entre los sistemas de gestión
procesal de acuerdo con las especificaciones que, al efecto, estableciera el Comité técnico estatal de
Administración judicial electrónica.

Resulta fundamental destacar sin embargo que el escenario de crisis económica en el que su promulga la
LUTICAJ, no auguraba un buen momento para que las distintas Administraciones competentes acometieran la
ejecución de los mandatos legales que acabamos de exponer. Estas acciones requerían fuertes inversiones
presupuestarias necesarias, y además en los breves plazos establecidos en la Ley teniendo además en cuenta que la
práctica totalidad de las Administraciones Públicas están altamente endeudadas, como es público y notorio.

(5) Publicada en el BOE núm. 1º74, el 22 de julio de 2015, pág. 61593 a 61660.
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ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA

El principal problema que se plantea respecto a la consecución de una plena interoperabilidad deriva de la
fragmentación competencial en la materia debido al sistema territorial político y ejecutivo basado en Comunidades
Autónomas, que ha posibilitado que las distintas Administraciones con competencias en materia de Justicia -
Ministerio de Justicia y Comunidades Autónoma con competencias transferidas- hayan creado y desarrollado, cada
una, su propio programa de gestión procesal, bases de datos y tratamiento de textos, sin que exista compatibilidad
entre ellos, por lo que a efectos de implantar la e-Justicia y el expediente judicial electrónico, se parte
prácticamente de la nada. (6) Esta multiplicidad de aplicaciones informáticas de gestión procesal que coexisten en
la actualidad implantadas por las distintas Administraciones con competencias en la materia, requiere que se
acometa la previa unificación de los distintos programas.

La ausencia de una coordinación entre las acciones de las distintas Administraciones con competencias en
materia de Justicia y la falta del ejercicio por parte del CGPJ de su competencia exclusiva en materia de
compatibilidad de sistemas que le atribuía el artículo 230 de la LOPJ, es la causa que ha motivado la situación en
que actualmente nos encontramos, ya que al CGPJ se le encomendaba que garantizara, antes de su aprobación, la
compatibilidad entre sí de los programas y aplicaciones informáticos que se utilicen en la Administración de
Justicia para facilitar su comunicación e integración.

(6) El Ministerio de Justicia creó los programas Libra, Libra 2 y Minerva (este con varios desarrollos posteriores y que sustituye a Libra.
En la actualidad está operando el Minerva NOJ) para la gestión integral de la Oficina Judicial. Por su parte las Comunidades Autónomas
implantaron Temis, sustituido por Temis 2 y actualmente por E-justicia.cat en Cataluña; Atlante sustituido por Atlante II en Canarias;
Regin y Cicerone en Valencia; Avantius en Navarra; Adriano en Andalucía y Justizia SIP, sustituido por Justizia.bat en País Vasco y
Vereda en Cantabria. Algunos de ellos han superado el Test de Compatibilidad como se analizamás adelante.
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ELECTRÓNICA

Pues bien, a pesar de que caben pocas interpretaciones más allá de su textual redacción, de que nos
encontramos ante una Ley Orgánica, de que sus formas verbales son imperativas y de que está regulando
cuestiones que afectan a Derechos Fundamentales de los ciudadanos, como son el acceso a la tutela judicial
efectiva y el tratamiento de datos de carácter personal, lo cierto es que la aparente pasividad del CGPJ a quien por
mandato legal se le encomienda esta materia, ha permitido la puesta en marcha de distintos programas sin haber
hecho uso de la competencia exclusiva unificadora que la Ley le atribuye.

Este precepto, que ha sido modificado por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial mantiene respecto a esta competencia del CGPJ casi la
misma redacción, con la única salvedad de que pasa a ser el ordinal 6 del citado artículo, en lugar del 5 que
ocupaba antes de la modificación, sin que en lo sustancial cambie nada, en el sentido de que sigue siendo
competencia del CGPJ informar previamente los programas y aplicaciones que se utilicen en la Administración de
Justicia, y se impone que deberán ser compatibles entre sí para facilitar su comunicación e integración, en los
términos que determine el Comité Técnico Estatal de la Administración de Justicia Electrónica.

Lo cierto es que en la actualidad los distintos sistemas de gestión procesal que operan en las distintas Comunidades
Autónomas no son compatibles entre ellos, aún hay sistemas de gestión de procesal que no han superado el Test de
Compatibilidad el cual establece los criterios mínimos de seguridad y un modelo de datos lógico que permita
lograr un intercambio de información entre sistemas, y tampoco son compatibles con el sistema desarrollado por el
Ministerio de Justicia para el territorio Ministerio. (7)

(7) El sistema Minerva NOJ está implantado en las Comunidades Autónomas que no han asumido competencias en materia de Justicia, o
que habiéndolas asumido no han desarrollado un sistema de gestión propio y el Tribunal Supremo y la Audiencia Nacional como órganos
con competencia en todo el territorio nacional. Este constituye en llamado territorioMinisterio.

17



ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA

Para poder lograr la interoperabilidad de los distintos sistemas de gestión procesal que se utilizan en la
Administración de Justicia actualmente, sería necesario realizar un volcado de datos y procesar de nuevo toda la
información utilizando aplicaciones informáticas especialmente diseñadas para esto, lo que conlleva una
importante inversión económica y de tiempo, lo cual complica la previsión de conseguir ese entorno interoperable
pleno a corto plazo.

Justo es reconocer, que la mayor parte de las acciones impulsadas para implantar y desarrollar este nuevo
modelo de Justicia han sido ejecutadas por el CGPJ, acciones encaminadas en todo momento a avanzar de forma
decidida en la modernización de la Justicia y en la incorporación a esta de las TIC, sin embargo esa actuación ha
carecido de la debida coordinación con las Administraciones intervinientes, lo que se ha traducido en un avance
más lento que si se hubiera trabajado de forma sinérgica y coordinada en la misma dirección. De hecho, gran parte
de las herramientas e instrumentos que se han puesto y se están poniendo al servicio de la Justicia en materia de
TIC como el Punto Neutro Judicial, el SIRAJ (Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a la Administración
de Justicia), plataformas ambas que desde un nodo central al que tienen acceso todos los órganos judiciales,
conecta a estos con distintas Administraciones, servicios y Registros Centrales y que les permite el intercambio de
datos necesarios en la tramitación de los procedimientos, en un entorno seguro, ahorrando tiempo en la tramitación
de los mismos, el Test de Compatibilidad o el Centro de Documentación Judicial, son herramientas creadas por el
CGPJ como muestra de su decidida apuesta por hacer de la Justicia una Administración eficaz, eficiente y
tecnológicamente avanzada y que han contribuido a facilitar la labor de Juzgados y Tribunales y, si quiera
parcialmente, a salvar esa falta de interoperabilidad.
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La segunda premisa técnica necesaria es la firma electrónica, que tampoco ha estado exenta de problemas.
Su regulación está contenida fundamentalmente en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica (en
adelante LEF) y en el Reglamento 910/2014 e IDAS, este último de especial relevancia por la trascendencia que
tiene la nueva regulación en cuanto que ha unificado y simplificado el tratamiento, valor jurídico y eficacia de la
firma electrónica en todos los países miembros de la Unión Europea, y finalmente en la Ley 18/2011 en cuanto a la
firma electrónica en el ámbito de la Administración de Justicia.

También en este apartado hay que tener en cuenta tanto los sistemas de firma electrónica admitidos en la
Administración de Justicia, como la competencia de las distintas Administraciones para dotar de ella a los
colectivos que les corresponde. Respecto a la firma exigida a los operadores jurídicos para relacionarse y trabajar
con los órganos judiciales es la firma electrónica cualificada (8) por ser la que más garantías de seguridad ofrece a
priori, al atribuírsele legalmente la equiparación a la firma manuscrita. Sin embargo, y dejando al margen otros que
su plena implantación ha generado, (por ejemplo que la misma no ha estado plenamente operativa en algunas
Comunidades Autónomas hasta el año 2016), son múltiples los problemas que suscita. Uno referido a la necesidad
del uso por los funcionarios de claves para acceder a determinados servicios, a pesar de la firma electrónica, y el
otro referido a determinados colectivos –principalmente Jueces y Cuerpos y Fuerzas de Seguridad- por el hecho de
que la firma lleva incorporados determinados datos de carácter personal que quedan al descubierto (nombre y
apellidos y D.N.I.).

(8) Tanto la LEF como la LUTICAJ aludían a la firma electrónica reconocida, sin embargo, tras la entrada en vigor del Reglamento
910/2014 e IDAS esta ha pasado a denominarse firma electrónica cualificada, siendo las funciones, características y garantías que
ofrecen, idénticas en ambos casos.

19



ARTÍCULOS JURÍDICOS
UN NUEVO MODELO DE JUSTICIA: LA JUSTICIA 

ELECTRÓNICA
II.2. PROBLEMAS DE INDOLE JURÍDICO.

La implantación de la TIC en la Administración de Justicia ha traído consigo la modificación de un buen
número de normas de todo tipo, incluidas las procesales. De la misma forma ha sido necesario adaptar,
reconfigurar y redefinir conceptos jurídicos que, ante el nuevo escenario que se abre de una Justicia electrónica, es
preciso ajustar para que sigan siendo válidos.

La promulgación de la LUTICAJ supone la culminación, al menos inicialmente y desde el punto de vista
normativo y jurídico, del proceso de modernización de la Administración de Justicia, con el fin de mejorar la
calidad del servicio. Esto ha traído consigo la necesidad de realizar numerosas reformas en leyes procesales para
hacer compatibles los cauces procedimentales con los nuevos métodos que se han de emplear, sin que los derechos
de los justiciables se vean afectados.

Ante tales perspectivas, se hace preciso reconfigurar las garantías jurídicas para que los mismos vean
respetados y sus derechos y tengan las mismas garantías y seguridad jurídica que ostentaban antes de la
incorporación de las TIC en sus relaciones jurídicas.

Es decir que estos paradigmáticos cambios están teniendo su correlativo reflejo no sólo en el ámbito
estructural, funcional y espacial de la Administración de Justicia, sino también y sobre todo en la modificación e
incluso creación en muchos casos de unas nuevas normas aplicables al proceso.

Pero todo este proceso de cambio, adaptación y reforma no se consigue sólo aprobando una ley o con
modificaciones legislativas incluso procesales. Quizás para garantizar debidamente para el justiciable los derechos
fundamentales que la Constitución le reconoce sea preciso coordinar acciones de carácter técnico, de dotación
material y personal y legislativo procesal con el fin de que la justicia electrónica pueda llegar a ser una realidad en
la que los ciudadanos vean respetados y garantizados sus derechos y los operadores jurídicos, funcionarios, Jueces
y Magistrados y el ministerio Fiscal puedan cumplir con el mandato legal de una Justicia electrónica y sin papel.
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